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La Contraloría General de la República (CGR), conforme a lo dispuesto en el último inciso del artículo 268, el parágrafo del artículo 354 de la Constitución Política y el artículo 47 de la ley 42 de 1993, hace entrega del informe de Auditoría al Balance General de la Nación preparado por la Contaduría General de la Nación (CGN), denominado: “Situación financiera y de resultados del nivel nacional a 31 de diciembre de 2011”, el cual fue suministrado oficialmente a la CGR el 14 de mayo de 2012 y que contiene el balance general consolidado, el estado de actividad financiera económica, social y ambiental consolidado, el estado de cambios en el patrimonio y las notas a los estados contables consolidados de la Nación.

La auditoría al Balance General Consolidado, al Estado de Resultados de la Actividad Financiera, Económica, Social y Ambiental, al Estado de Cambios en el Patrimonio y sus respectivas notas de Carácter General y Específico, elaborados y presentados por la Contaduría General de la Nación, tiene por objeto determinar si tales informes, considerando al grupo de entidades que a juicio del Contador General de la Nación conforman el Nivel Nacional, en que se incorporan tanto los derechos como las obligaciones de ese grupo de entidades como si fueran una frente a terceros, reflejan razonablemente y con qué nivel de razonabilidad la situación económica y financiera del ente económico Nación, resultante.

Los criterios que permiten delimitar el grupo económico de entidades que será materia de consolidación determinan la lectura y el alcance de las magnitudes resultantes. Los procesos de consolidación como ejercicio contable extracontable son, y deben ser, neutros en cuanto a los resultados obtenidos se refiere, por tanto, es responsabilidad de quien define el ámbito o grupo de entidades a consolidar, la pertinencia o no de los resultados obtenidos.

Desde 2003, la CGR ha emitido dictámenes “con salvedades” al Balance General de la Nación que prepara la CGN y, para esta vigencia 2011, persiste un elevado volumen de hallazgos cuyos resultados provenientes en su totalidad de auditorías individuales alcanzan $36,7 billones que le sirven de insumo. En esta ocasión, tales hallazgos, se obtuvieron en el marco de dos modificaciones básicas en el enfoque y la valoración de resultados del proceso auditor micro a saber: (i) Un Plan General de Auditorías (PGA) en función de los programas y proyectos en que participan, todo como estrategia para el seguimiento de las políticas públicas que las originan y operan como factor de cohesión y (ii) precisiones en los rangos de opinión contable.

De esta manera, en el proceso de auditoría al balance general consolidado del nivel nacional, con la expedición de la Resolución Orgánica de la Contraloría General de la República 6368 del 22 de agosto de 2011, se formalizó y actualizó, la guía de auditoría, como criterios para la obtención de hallazgos, el enfoque del proceso auditor por programas y proyectos conforme al Plan Nacional de Desarrollo, al paso que se implementaron rangos para la opinión contable menos laxos así: “sin salvedades” si el volumen de hallazgos como proporción de los activos del ente auditado son menores o iguales al 2%; “con salvedades” si es mayor al 2% y menor o igual al 10% y “negativa” si tal indicador supera el 10%. Estas modificaciones, antes que cambios a las “reglas del juego” deben considerarse como la implementación de criterios que estaban en mora.

Durante la vigencia 2011 el Gobierno Nacional tomó la decisión, técnica y tecnológica, de incorporar a la totalidad de entidades que conforman el Presupuesto General de la Nación en la plataforma del Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF), en un ambiente en línea y tiempo real, conforme a lo dispuesto desde 2004, mediante el Decreto 2789, respecto de las entidades que conforman el ente Nación, cubriendo la totalidad de hechos económicos en su presentación y registro contable, financiero, patrimonial y presupuestal y para todos los efectos de gestión, seguimiento y control.

En este sentido se esperaba que la totalidad de hechos económicos que acontecen las entidades de la administración central nacional y sus establecimientos públicos registren con el rigor requerido, contable y económicamente, para su valoración, reconocimiento, revelación y reexpresión en dicha plataforma, de tal manera que sus registros se utilicen, entre otras actividades, para la producción del Balance General de la Nación.

Aunque en la definición del SIIF-Nación se contempla como parte del grupo de entidades del nivel nacional básicamente a las que conforman el ámbito del Presupuesto General de la Nación, excluyendo al conjunto de empresas de ese nivel, esto es, tanto industriales y comerciales del Estado y sus asimiladas, como las sociedades de economía mixta, aduciendo complejidades técnicas para la parametrización de una solución informática con ese alcance, lo cierto es que tal solución hoy en día es perfectamente posible y permitiría resolver temas fundamentales como la duplicidad de información (paralelos) y la adecuada y natural interpretación de conceptos, en sus dimensiones individual, agregada y consolidada, a partir de sus transacciones. En otras palabras, el Balance General de la Nación debería elaborarse con la información oficial y única que se estructure exhaustivamente y con toda la integridad referencial requerida en la plataforma SIIF-Nación.

Dadas las condiciones de operación del SIIF-Nación en que, por un lado se encuentra el decreto 2789 del 31 de agosto de 2004, el cual define como obligatoria, única y oficial la información transaccional de dicha plataforma; y por otro: (i) se aplaza su entrada en operación con el rigor requerido durante ocho años: (ii) no se contempla en su especificación la articulación exhaustiva de los registros de los hechos económicos en los escenarios de contabilidad presupuestal y contabilidad financiera patrimonial, (iii) deja en línea y tiempo real únicamente el componente presupuestal de gastos, (iv) no se le dota con una funcionalidad técnica de consolidación contable y (v) excluye conscientemente el tema de las empresas, se entiende, pero no se justifica, que también se aplace la estructuración del balance general del nivel nacional con cargo a dicha plataforma. Son esos justamente los aspectos en que debe corregirse el rumbo y avanzar con celeridad y sin vacilación.

Se llegó a una situación en que el escenario subóptimo de “armar” el Balance General de la Nación con información de los sistemas paralelos (que no se desmontan y que, eso sí, tienen el detalle requerido de auxiliares) es la mejor solución. Naturalmente, un Balance General de la Nación, con su información así estructurada, no se considera regularmente para la toma de decisiones por parte del gobierno central nacional.

Para que el Gobierno Nacional opte por un sistema de información en que se articule exhaustivamente la lectura presupuestal y financiera patrimonial de los hechos económicos, con vista al seguimiento de la situación fiscal, no basta con la expedición de decretos sino que debe existir una decisión clara y con resultados concretos de corto plazo, con el rigor técnico requerido y el aprovechamiento del desarrollo tecnológico actual.

El Balance General de la Nación que hoy se dictamina se estructura a partir de una concepción estática, en cual, a partir de saldos totales históricos acumulados se depuran saldos acumulados recíprocos de cada vigencia, y se simula la realización de transacciones recíprocas y se desaprovecha la riqueza conceptual que tiene el disponer regularmente de flujos propiamente dichos que no permiten la identificación de terceros.

Sólo así, bajo una concepción dinámica y transaccional de entrada, podrá hacerse viable y se tendrá todo el beneficio de transparencia de una transición coherente de un sistema de gestión, seguimiento y control de la situación fiscal de sistemas basados en ejecuciones presupuestales, hacia una con los estándares internacionales de causación, en que se llame a los hechos económicos por lo que en sentido estricto son v.gr.: (i) Deuda, a los hechos económicos que reflejen la adquisición de bienes, servicios o recursos con plazo para su pago; (ii) inversión, al gasto que sea susceptible de réditos (económicamente productivos) , de utilización perdurable o infraestructura, y; (iii) gastos de funcionamiento, al gasto en que incurren las entidades públicas para atender el ejercicio de funciones permanentes que, tratándose de empleo, se entiende con el personal de planta.

En este contexto, la CGR insiste en la necesidad de articular la producción del Balance General de la Nación, tomando como insumos y mediante una interface, los datos de contabilidad básica estructurados en línea y tiempo real en la plataforma SIIF-Nación para las entidades de ese ambiente y en esa dirección, y que en su momento (finales de 2007) reconoció como un avance la solicitud regular (trimestralmente) de movimientos contables (débitos y créditos) y no simplemente los saldos. Sin embargo, este proceso de avance hacia lo transaccional se interrumpió y no se vio reflejado, por ejemplo, en una redefinición del proceso de consolidación extracontable con fundamento en tales movimientos.

Durante la vigencia 2011, y a pesar que la CGN no tomó la información de las entidades de la Nación del SIIF, la obtención de los estados contables consolidados de la Nación, se vio impactada por la transición definitiva a dicha plataforma de los establecimientos públicos que conforman el Presupuesto General de la Nación, que se sumaron a las de la administración central que ya disfrutaban de ese ambiente en línea y tiempo real; ante todo por el hecho de que al ingresar a ese escenario, se debe asegurar que la funcionalidad transaccional que allí se obtenga no puede coexistir con la misma en otros sistemas de información para evitar duplicidades del registro de información financiera y contable y asegurar, de paso, la convergencia a dicho ambiente (artículo 35 del Decreto 2789 del 31 de agosto de 2004).

En este contexto, las 100 entidades auditadas en que se fundamenta la opinión contable se caracteriza por los siguientes indicadores de representatividad:

1. Estas entidades representan el 83,2% del agregado total de activos de la Nación.

2. Con relación a las entidades que conforman el Presupuesto General de la Nación, se auditaron 60 entidades de las 175 que lo conforman, lo cual representa el 96,0% del total de la apropiación definitiva para la vigencia 2011, esto es, $141,4 billones, de los $147,3 billones del total del Presupuesto General de la Nación;

3. De las entidades auditadas en este ejercicio, 91 corresponden a la intersección y por tanto, fueron auditadas en las vigencias 2010 y 2011; estas alcanzan un monto de activos auditados en las dos vigencias de $425,9 billones, que representaron el 98,2% de los activos agregados de las entidades auditadas para la vigencia 2011 ($433,6 billones). 

En términos de los hallazgos, las entidades auditadas representan:

4. En el activo de la Nación la suma de $36,7 billones, con una disminución frente al año inmediatamente anterior de $9,9 billones (21,3%); al tiempo que los hallazgos del pasivo y el patrimonio alcanzaron las sumas de $168,6 billones en el pasivo y $183,3 billones en el patrimonio, registrando un aumento de $45,6 billones (37,1%) y $52,2% (39,8%) respectivamente.

5. Al observar los valores agregados y los consolidados en los estados contables de la Nación se aprecia la incidencia de estos niveles de hallazgos equivalentes al 7,0%  de los activos agregados de la Nación reportados a la CGN ($521 billones) y del 9,8% del activo consolidado ($374,9 billones). 

Los respectivos valores frente al pasivo de la Nación fueron 30,4%  del agregado ($553,8 billones) y el 45% del consolidado ($478,8 billones). 

De esta manera, si bien se destacó la mejora de las entidades que conforman la administración central del nivel nacional, en cuanto a calidad y oportunidad de su información, con los problemas suscitados en la entrada en producción en la plataforma SIIF II de las entidades descentralizadas, se presentaron dificultades para que la CGN obtuviera y utilizara la información de los entes contables individualmente considerados de dicha plataforma, máxime que en ella no se dispone de una funcionalidad de consolidación. 
Tal característica de limitaciones operativas y funcionales sirvieron para afianzar la decisión del Contador General de la Nación para considerar en el Balance General de la Nación la información de sus sistemas paralelos y no la del SIIF en transición y ajuste.

Conviene destacar desde ya, el compromiso y la decisión del ejecutivo a través del Ministro de Hacienda y Crédito Público, del Contador General de la Nación y del Administrador de la Plataforma SIIF para que el Balance Consolidado de la Nación de la vigencia 2012, se realice a través de esta única plataforma, implementando para ello las acciones necesarias en materia técnica, tecnológica y de asignación presupuestal necesarias para el logro de los objetivos del Gobierno.

Por tanto, a partir de las cifras presentadas por la CGN, como estados financieros básicos consolidados del nivel nacional, puede decirse que en los principales rubros se mantienen las debilidades en materia de revelación de la realidad económica que se vienen indicando desde la vigencia 2010.

Magnitud de los conceptos de otros activos y otros pasivos

Llama la atención el peso relativo que mantienen los conceptos de “otros activos”, con el 17,4% del total del activo de la Nación y “otros pasivos” con el 14,6% del total de los pasivos de la Nación, con cifras de $65,3 billones y $68,7 billones respectivamente, cuando los estándares internacionales admiten magnitudes que no exceden del 2% o 5% como máximo. Este hecho refleja que la recomendación de la CGR para la vigencia 2010, en este mismo sentido no fue acogida y que persiste la necesidad de incorporar ajustes en el catálogo general de cuentas, orientadas a denominar específicamente los hechos económicos relevantes y evaluar con nombre propio a lo que corresponden tales magnitudes.

Registro de la obligación pensional

En materia del reconocimiento de la obligación pensional y en la misma línea de subestimación registrada reiteradamente por la CGR para las vigencia anteriores, conviene destacar que el Gobierno Nacional, abordó el tema mediante la expedición del Decreto 4565 del 7 de diciembre de 2010, sin reglamentar en su reconocimiento y revelación contable por la Contaduría General de la Nación y en consecuencia con una implementación práctica “acogida en la doctrina contable”.

Con lo allí dispuesto se difiere una vez más el reconocimiento e incorporación del efecto patrimonial derivado del rezago observado reiteradamente por la CGR del pasivo amortizado correspondiente a los 16 años precedentes (desde 1994) y que en la vigencia 2010 alcanzó el monto de $46,87 billones resultante de contrastar el monto de provisión mínima para pensiones que debían tener las entidades del nivel nacional obligadas como patronos por normas legales o contractuales a reconocer y pagar pensiones de jubilación y/o a emitir bonos y/o títulos pensionales y el que efectivamente registraron en este esquema diferido “sui generis” para el reconocimiento contable de obligaciones.

Antes que incorporar de manera inmediata al balance, la obligación pensional no amortizada durante los primeros 17 años, se la agregó una vez más al pasivo pensional por amortizar de los siguientes 13 años hasta el 2024, se refrescó su estudio actuarial y el valor resultante, por $86.998,9 miles de millones, se volvió a diferir en alícuotas anuales recalculadas ahora hasta el año 2029 de $4.349,9 miles de millones, cuando hasta ahora venían siendo de $5.183 miles de millones y debían terminar en 2024. Con todo, y como se aprecia en detalle en el presente informe, se trata de la misma fórmula que ya se empezó a incumplir en $1.540,8 miles de millones la alícuota de 2011.

Igualmente en el registro de la obligación pensional durante la vigencia 2011 se evidenció una gran vulnerabilidad del proceso de consolidación al momento de producir sus resultados resultantes de contrastar las cifras de la hoja de trabajo del proceso de consolidación suministrado a la comisión de auditoría que al no incorporar las registros de la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales (UGPP) en su condición de entidad responsable de administración de la nómina de pensionados de Cajanal E.I.C.E. en liquidación a partir del mes de diciembre de 2011 y a pesar de haberlos registrado hasta el mes de noviembre los retiró de sus registros en el mes de diciembre sin que los retomara la UGPP. 

En éstas circunstancias, llama la atención que en el informe de Situación Financiera y de Resultados del Nivel Nacional, a 31 de diciembre de 2011, radicado por el Contador General de la Nación, sí se contemplaron tales sumas, evidenciando el cargue ad-hoc de tales magnitudes, con una vulnerabilidad importante del proceso de consolidación, en distintas subcuentas del pasivo estimado de pensiones, cuya suma neta es de $6.867,1 miles de millones con contrapartida en el patrimonio, sin lo cual el pasivo estaría subestimado y en consecuencia el patrimonio sobreestimado, todo producto de un cargue de datos con posterioridad al cierre de la base de datos y a la ejecución del  proceso de consolidación, afectando directamente al resultado consolidado.

Registro de la deuda pública

En el análisis de la CGR, respecto del balance consolidado de la vigencia 2011, se continúan presentando discrepancias advertidas entre los conceptos registrados en operaciones de crédito público y la definición de deuda aceptada internacionalmente y plasmada en el Decreto 2681 de 1993; así mismo, en esta vigencia se dieron algunos elementos que impactaron, tanto las cifras brutas (agregadas) o saldo inicial como la consolidación (saldo neto) de la deuda del nivel nacional en sus estados financieros consolidados, a saber:

1. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Contaduría General de la Nación mediante Resolución, establecieron que tres grupos de cuentas: deuda pública, tesoro nacional, y la administración general del ministerio de hacienda, deberían considerarse, para efectos contables y presupuestales, como una entidad con código propio y sin centro de consolidación en el ministerio.

2. Con base en lo anterior, la deuda pública de la Nación ahora se registra en tres balances diferentes presentados todos por el Ministerio de Hacienda pero no consolidados por este; De esta forma se presenta en la entidad denominada “deuda pública” el largo plazo; en la entidad “Tesoro Nacional” se presenta la deuda de corto plazo (pagarés y TES de Corto plazo); y, en la entidad “administración general”  se registran los bonos pensionales emitidos por el ministerio. Por tanto, para poder obtener la deuda bruta de la Nación se tomar elementos de esos tres balances presentados, con lo cual, la dificultad en la estimación del saldo agregado y neto de la deuda pública se trasladó directamente al procedimiento de consolidación que adelanta y es responsabilidad de la CGN.

3. El Congreso de la República expidió la Ley 1450 de 2011 (Ley del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014), el cual, en sus artículos 242 y 270, estableció la opción de saneamiento contable de la Nación. Con base el artículo 270, el Ministerio de Hacienda expidió sendos actos administrativos, mediante los cuales se cancelaron los acuerdos de pago que registraban entidades en liquidación, como las Empresas Sociales del Estado (ESE) de propiedad del Instituto de Seguro Social o privatizadas como Carbocol, cuando dichas normas prevén claramente su aplicación cuando se trate de liquidaciones que a la fecha de su promulgación hayan culminado y siempre que se verifique la imposibilidad de ejercer su cobro.

Con ello se formalizó, mediante la expedición de dicha ley, la depuración de obligaciones financieras, que a juicio de la Contraloría General de la República se consideran y hacen parte de la deuda pública bruta y neta, en cabeza de las entidades descentralizadas y empresas del orden nacional. De tal manera, la deuda bruta del sector público para la vigencia 2011 se redujo en $2,8 billones; no obstante, es importante mencionar que aun cuando en los registros contables del Ministerio de Hacienda existían por el lado del activo en cuentas por cobrar los préstamos otorgados a dichas entidades en liquidación o liquidadas, en el caso de Carbocol S.A., la CGN desapareció dicha entidad de los balance del sector público al privatizarse en el año 2000.
Implementación de un plan de mejoramiento de choque con participación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y acompañamiento de la CLC
Ante la situación estructural de dictámenes con salvedades y hallazgos que para la vigencia 2011 alcanzaron las magnitudes de $36,7 billones en auditorías individuales la CGR, luego de evaluar las características ya estructurales de este dictamen considera que es necesario acudir a soluciones técnicas de fondo que sin perder su rigor materialice soluciones prácticas. De tal manera se recomienda:

1. Superar las dificultades tecnológicas del proceso de conformación del balance general consolidado de la Nación, integrando efectivamente su producción a la plataforma SIIF-Nación. Esto es, que la CGN adelante el proceso de consolidación anual tomando para ello la información contable básica producida en la plataforma SIIF Nación para las entidades que están en ese ambiente.

2. En consecuencia con lo anterior, la Contaduría General de la Nación debe redefinir e incorporar las especificaciones de la funcionalidad de consolidación que requiere la plataforma SIIF-Nación más allá de las elementales cuentas de enlace y de operaciones interinstitucionales, considerando: (i) plena y oportuna identificación de terceros; (ii) que tenga como punto de partida la relación básica y exhaustiva de hechos económicos; (iii) que sea con orientación transaccional (dinámica); y (iv) que contemple en su definición y especificación los flujos (débitos y créditos) y su asociación con saldos.

3. Esto supone que la CGN, a partir de los flujos (débitos y créditos) que hoy recibe, reformule el proceso de consolidación aplicable a todos los niveles y sectores, como ambientes de prueba y producción, derivando de ello la especificación del punto anterior.

4. Que la Contaduría General de la Nación defina las normas contables orientadas a permitir la caracterización exhaustiva de los hechos económicos por su dinámica contable en flujos (débitos y créditos), determinándolos como: (i) transaccionales si están asociados a la valoración, reconocimiento y revelación exhaustiva de derechos y obligaciones; (ii) de tenencia, si se trata de registros orientados a la reexpresión o actualización contable hacia valores de mercado tanto en obligaciones como en derechos; y (iii) de volumen, cuando se trate de variaciones resultantes de la incorporación o exclusión de derechos y/o obligaciones en los estados financieros de la Nación. Lo anterior, de manera general; y en lo específico, dando prioridad a los casos de derechos y obligaciones asociados al régimen de regalías, a la obligación pensional y a las operaciones que constituyen y definen la deuda pública.

5. Que la Contaduría General de la Nación produzca regularmente y para que sean auditados, los Estados Contables Financieros Consolidados que contemplen las entidades del nivel nacional no financiero. Esto es, un juego de estados contables consolidados con sus respectivas notas que contemple los subcentros de consolidación del nivel nacional así: administración central, administración descentralizada, seguridad social y empresas no financieras. Los estados contables consolidados del nivel nacional en que se consideran las entidades financieras de depósito y de no depósito del nivel nacional, deben controlar, durante su proceso de consolidación, el hecho que transacciones entre éstas entidades en desarrollo de su condición de intermediario financiero de capital, según sea el caso, con las demás que se consideran como parte del grupo económico nación se realizan con recursos intermediados y por tanto no constituyen transacciones recíprocas, ni los derechos ni obligaciones derivados de la gestión con terceros son de la Nación.

6. Instituir en los organismos de control y entes competentes, como prueba de consistencia y coherencia, los modelos de seguimiento fiscal de devengo con tales transacciones así caracterizadas y originadas directamente en los sistemas de registro de las entidades, conforme a estándares de libros de contabilidad presupuestal y de contabilidad patrimonial. 

7. Articular el flujo de información de los hechos económicos en sus dimensiones presupuestal y contable financiera como mecanismo natural de control, reconociéndolos por su realidad económica

8. Unificar la política de cierres del SIIF Nación de forma oportuna, en sus módulos de contabilidad presupuestal y de contabilidad financiera.

9. Promover en el sector público la unificación de criterios del registro de la deuda pública para determinar consistentemente los montos adeudados por la Nación y sus entidades descentralizadas. Estos criterios se deberán aplicar también en el orden territorial.
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Contralora General de la República

